


SEGUNDO.- Que con fecha 14 de julio de 2012, se publicó en el BOE el 
Real Decreto-Ley 20/201 2, de 13 de julio, de medidas para garantizar la 
estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, cuyo Art. 2, 
referido a la Paga Extraordinaria del mes de diciembre de 2012 del 
personal del sector público, prevé en su apartado 1 la supresión de la paga 
extraordinaria y de la paga adicional del complemento específico o pagas 
equivalentes de dicho mes. 

TERCERO.- Que para el personal funcionario /estatutario, el apartado 2. 1 
del Art. 2 del citado RD-L 20/2012, dispone las medidas necesarias para hacer 
efectiva la supresión retributiva , en los términos que se trascriben a 
continuación: 

"El personal funcionario no percibirá en el mes de diciembre las 
cantidades a que se refiere el artículo (. ..) en concepto de sueldo y 
trienios. 
Tampoco percibirá las cuantías correspondientes al resto de los 
conceptos retributivos que integran tanto la paga extraordinaria 
como la paga adicional de complemento específico o pagas 
adicionales equivalentes del mes de diciembre, pudiendo, en esta 
caso, acordarse por cada Administración competente que dicha 
reducción se ejecute de forma prorrateada entre las nóminas 
pendientes de percibir en el presente ejercicio a partir de la entrada 
en vigor de este RO-L". 

CUARTO.- Que de conformidad con la disposición final decimoquinta, el 
RD-L 20/2012 entró en vigor el día siguiente a su publicación en el BOE, es 
decir el15 de julio de 201 2. 

QUINTO.- Que durante el mes de diciembre de 201 2, los 
comparec ientes no han percibido ninguna cuantía en concepto de paga 
extraordinaria y de la paga adicional del complemento específico o pagas 
equivalentes de dicho mes, no obstante haber prestado servicio durante todo 
el año y, en concreto, durante el periodo comprendido entre el 1 de junio de 
2012 y 14 de julio de 201 2. 

Que por considerar que no es ajustado a Derecho la supresión íntegra 
de la paga extraordinaria y de la paga adicional del complemento específico o 
pagas equivalentes, o cuanto menos la parte proporcional correspondiente al 
periodo comprendido entre el 1 de junio y el 14 de julio de 2012, y cuyo abono 
debería haberse efectuado durante el mes de diciembre de 201 2, es por lo que 
por medio del presente escrito, se interpone RECURSO ADMINISTRATIVO, en 
base a las siguientes, 

A L E G A C ION E S: 



PRIMERA.- Vulneración del artículo 9.3 de la constitución española: prohibición 
de retroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos individuales y 
quiebra del principio de seguridad jurídica y confianza legítima. 

Los actos de reducción salarial de las retribuciones de los funcionarios, 
estatutarios y empleados públicos cuya aplicación supone la supresión de la 
paga extraordinaria del mes de diciembre, suponen una clara vulneración de 
derechos consolidados, atendida la estructura de la disminución retributiva 
adoptada , discriminatoria, y una quiebra total y absoluta de los principios de 
irretroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos individuales y de 
seguridad jurídica proclamados en el arto 9.3 de nuestra Constitución , así como 
del principio de confianza legítima. 

Con independencia de que algunas Sentencias del Tribunal Constitucional 
hayan sido restrictivas respecto de los derechos adquiridos de los funcionarios, 
al realizar una interpretación de la teoría de Ouguit sobre las situaciones 
jurídicas objetivas, las mismas no vedan su existencia, en particular en cuanto 
a las retribuciones consolidadas, especialmente en relación a las retribuciones 
básicas, sueldo base y trienios, que marcan aspectos tan importantes como los 
derechos pasivos. 

Bien es verdad que dentro del empleo público en general se alude a los 
derechos económicos no consolidados , pero con ello la referencia se está 
realizando a aquellos derechos económicos que, al estar vinculados a las 
características concretas del puesto de trabajo o a la productividad , varían 
cuando lo hace el propio puesto de trabajo o el mismo rendimiento del 
empleado público. Pero con ello no se alude en modo alguno a la posibilidad de 
rebajar las retribuciones ligadas al puesto de trabajo, aun cuando dicho puesto 
no varíe en absoluto. 

Las Sentencias de 1 de octubre de 1987 y 9 de enero de 1990 del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea consideraron vulnerado el principio de protección 
de la confianza legítima en un caso en que, de forma sorpresiva, se había 
reducido el importe de determinadas ayudas, al considerarse que existía un 
acto propio previo de reconocim iento de las mismas. 

Pues bien , en este caso , también existe un "acto previo" propio de los poderes 
públicos, que reconocía determinado montante retributivo a los empleados del 
sector público: la aprobación por Ley 2/2012, de 29 de junio de la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para 2012 fijando las cuantías concretas 
que iban a abonarse, publicada en el BOE del 30 de junio. 

Otras sentencias del T JUE indican que para que este principio sea aplicable es 
preciso que estemos ante seguridades concretas y no ante meras expectativas. 
Pero , en el caso de las retribuciones de los empleados públicos, ¿qué mayor 



seguridad se requiere, cuando es en la propia Ley de Presupuestos en donde 
se determinan y establecen las cuantías del salario, reconociendo y 
garantizando legalmente tales retribuciones? 

Entendemos que existe una quiebra total y absoluta de los principios de 
irretroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos individuales y de 
seguridad jurídica proclamados en el arto 9.3 de nuestra Constitución. 

Que ambos principios son fundamentales en nuestro sistema jurídico se 
constata ya en el apartado 3° del arto 2° del Código Civil, que establecia 
taxativamente que las Leyes no tendrían efecto retroactivo si no dispusieran lo 
contrario. Esto es así, porque la seguridad jurídica, principio inspirador del 
ordenamiento, y, como decíamos, de actual plasmación constitucional (art. 9.3 
CE), exige el conocimiento previo de la norma que va a aplicarse a una 
determinada situación jurídica, de manera que las situaciones y relaciones 
jurídicas se rigen por la norma vigente al tiempo en que aquellas acontecen o 
se producen. 

Nada obsta a lo anterior el carácter dinámico de la legislación y la necesidad, 
predicable con carácter general, de adaptación constante de la norma a la 
realidad social que pretende disciplinar o reconocer, pues ello se produce 
mediante la sucesión normativa y la derogación de unas disposiciones por las 
que se convierten en sus sucesoras. Pero esta sucesión no habi lita, empero, 
para aplicar una norma o interpretar un acto en atención a otra norma que se 
promulga con posterioridad y sin declaración expresa de efectos retroactivos . 

Certeza, predecibilidad y confianza en el ordenamiento vigente son exigencias 
por razón de la seguridad jurídica que, de acuerdo con el viejo axioma "tempus 
regit actum", conducen a establecer el principio general conforme al cual las 
normas son , por regla general , irretroactivas, salvo que excepcionalmente en 
ellas mismas se disponga lo contrario. Así ha sido proclamado por la 
jurisprudencia -incluso con anterioridad a nuestra Constitución- de forma 
reiterada (SSTS Sala 1a 16 de enero de 1963, de 22 de diciembre de 1978, 19 
de octubre de 1982 y 25 de mayo de 1995), de manera que, con independencia 
del grado de retroactividad que se atribuya a la ley posterior, incluso para 
admitir un grado débil o mínimo, es preciso que ésta así lo disponga , sin 
perjuicio de que ello no deba entenderse en el estricto sentido de que lo haga 
expresamente, pues, a falta de previsión expresa, jurisprudencia y doctrina 
admiten también la retroactividad que resulta tácitamente de la norma posterior 
(SS. 26 de mayo 1969 y 7 de julio de 1987), retroactividad tácita que ha venido 
atribuyéndose tradicionalmente a las normas interpretativas , a las 
complementarias, de desarrollo o ejecutivas, a las que suplan lagunas, a las 
procesales, y en general, a las que pretenden eliminar situaciones pasadas 
incompatibles con los fines jurídicos que persiguen las nuevas disposiciones, 
pues de otro modo no cumplirían su objetivo (SSTS de 26 de noviembre de 
1934, 17 de diciembre de 1941, 5 de julio de 1986 y 9 de abril de 1992). 



Pero, llegados a este punto, deben hacerse dos precisiones: la primera, que no 
puede colegirse que existe retroactividad tácita del mero hecho de que la nueva 
ley, como es lógico, se haya inspirado en una experiencia pretérita (Sentencia 
de 5 de noviembre de 1986); la segunda, que la aplicación retroactiva de una 
norma, sea porque tácita o expresamente resulte de ésta, no puede suponer en 
ningún caso que resulten obviados o menoscabados derechos adquiridos, o 
situaciones beneficiosas o favorables nacidas al amparo de la normativa 
cuando se produjo el hecho, pues tal cosa iría en contra de lo señalado en el ya 
mencionado artículo 9.3 de la Constitución , que prescribe de modo absoluto la 
aplicación restrictiva de derechos individuales, y que, en su tenor literal, 
establece que: "La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía 
normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones 
sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la 
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los 
poderes públicos". Esto es, y en lo que aquí interesa, nuestra Constitución 
protege y garantiza la irretroactividad de aquellas disposiciones que restrinjan 
derechos individuales 

En la exposición de motivos del Real Decreto-ley 20/2012, se expresa que: "Se 
suprime durante el año 2012 la paga extraordinaria del mes de diciembre y la 
paga adicional de complemento específico o pagas adicionales equivalentes 
del mes de diciembre." 

Así , cabe decir que el Real Decreto Ley 20/2012 ordena la supresión de 
aquellas pagas del mes de diciembre, en su importe íntegro o total sin atender 
al principio general de devengo de las pagas extraordinarias, según el 
cual, su devengo se produce en proporción al tiempo de servicio en el 
año anterior a su cobro a tenor de un cómputo anual, lo que supone el 
cómputo de cada paga extraordinaria desde que fue abonada la homóloga 
del año anterior. 

En el mismo sentido, el TS viene manifestando que en defecto de previsión , se 
fija un marco temporal de 365 días hacia atrás, siendo la fecha de abono de la 
paga extra el inicio del cómputo (STS 10-4-90; STSJ Madrid 26-1 0-90 y 21-4­
98) . 

De acuerdo con este principio de devengo, y dado que los efectos de esta 
disposición a tenor de lo establecido en la Disposición Adicional Quinta, son de 
15 de julio de 2012, el personal funcionario del Ministerio de Interior habría 
generado con carácter general desde el mes de diciembre de 2011 un total de 
7 meses y 14 días correspondiente a la denominada paga extraordinaria de 
navidad en el caso de que el devengo fuera anual. Y en el caso de que se 
hubiese previsto que el devengo de esta paga fuera semestral , como es el 
presente caso, el derecho que han generado a esa fecha se ci rcunscribiría a 1 
mes y 14 días (entre los días 1 de junio de 2012 y 14 de Julio de 2012). 

Así las cosas , resulta que en el presente caso la supresión de la paga 
extraordinaria de diciembre para el personal funcionario de la Administración 
traslada su eficacia de forma retroactiva sobre los derechos de devengo 



proporcional de la paga extraordinaria generados con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigor de la norma, cuyos actos de aplicación son objeto del presente 
recurso, privando de un derecho retributivo básico y vulnerando así la 
prohibición de retroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos 
individuales constitucionalmente protegida por el artículo 9 de la Constitución 
Española. 

La doctrina del Tribunal Constitucional es clara a este respecto: "una norma es 
retroactiva, a los efectos del arto 9.3 de la Constitución, cuando incide sobre 
relaciones consagradas y afecta a situaciones agotadas, ya que lo que prohíbe 
el artículo citado es la retroactividad, entendida como incidencia de la nueva 
Ley en los efectos jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, de suerte 
que la incidencia en los derechos, en cuanto a su proyección hacia el futuro, no 
pertenece al campo estricto de la irretroactividad sino al de la protección que 
tales derechos, en el supuesto de que experimenten alguna vulneración, hayan 
de recibir.", (SSTC de 10 de abril de 1986 y 29 de noviembre de 1988), 

En virtud de dicha doctrina constitucional, debemos concluir que la supresión 
de las pagas extraordinarias del conjunto de funcionarios del Ministerio de 
Interior llevada a cabo por el acto administrativo impugnado, y a las que 
también se refiere el artículo 2, en relación con los artículos 3 a 6 del RO Ley 
20/2012, al llevar aparejada, según los casos , la afectación de un derecho ya 
agotado, consolidado y que ha quedado integrado en el patrimonio del sujeto, 
como es el de derecho a la percepción de la paga extraordinaria generada, se 
trata de una situación constitucionalmente ilegítima que debe quedar amparada 
por la prohibición de retroactividad de las normas sancionadoras y restrictivas 
de derechos individuales consagrada en el artículo 9 de la Constitución 
Española . 

SEGUNDA.- Vulneración por la actividad administrativa impugnada del arto 33.3 
de la Constitución Española, puesto en relación con lo dispuesto en el 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales de 1950, interpretado a la luz, como no puede ser 
de otra manera, de lo dispuesto en el arto 10 de la Constitución Española, e 
infringiendo igualmente el principio de seguridad jurídica del arto 9.3, 
restringiendo derechos individuales, como el derecho a la propiedad privada, y 
vulnerando los derechos consolidados del personal a quien se dirige, 
afectándoles retroactiva mente, en contra del mandato constitucional. 

El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales de 1950, ratificado por España, en el articulo 1 del 
Protocolo 1° establece que: toda persona física o moral tiene derecho al 
respeto de su bienes. Nadie puede ser privado de su propiedad más que por su 
causa de utilidad pública y en las condiciones previstas por la Ley y los 
principios generales del Derecho internacional. 



En consonancia con dicho Tratado, el arto 33 de la Constitución Española viene 
a reconocer en su punto 1 el derecho a la propiedad privada, estableciendo en 
su punto 3 que «Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por 
causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la 
correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las 
leyes». 

A estos efectos, debemos de entender que el trabajo productivo del individuo, 
y, por tanto, la remuneración o salario que obtiene por el mismo, integran su 
patrimonio , el cual se ha visto afectado por la decisión que se impugna, toda 
vez que, en virtud de lo dispuesto en la misma se va a ver privado de una parte 
de ese patrimonio. 

Es obvio que el ser humano puede poner como finalidad de su esfuerzo 
procurarse los bienes precisos para su subsistencia , o, provisto de éstos por su 
propio esfuerzo o el de otros, dirigir su actividad al entretenimiento de su ocio, a 
su formación personal o a la práctica de la benevolencia. Pero, como ya nos 
decía Aristóteles (Etica a Nicómaco) « ... afanarse y trabajar por causa de la 
diversión parece necio y pueril en extremo» . 

Por tanto, el trabajo productivo podemos definirlo como aquél a través del cual 
se provee el hombre de los medios materiales o bienes económicos que 
precisa para subsistir. Pero en una realidad social en la cual los frutos 
di rectos del trabajo, en virtud de la nota de ajeneidad son atribuidos 
inicial y directamente a persona -física o jurídica- distinta de quien ha 
ejecutado el trabajo, no es sino el salario o compensación económica por 
aquél lo que se integra en el patrimonio del trabajador, pues éste no es el 
propietario de los medios de producción, y mucho menos en el ámbito que nos 
ocupa -la Administración pública-. 

Pues bien, el salario que perciben los funcionarios públicos, considerado en 
términos anuales, que es, como decimos, lo que constituye su patrimonio 
respecto de la actividad laboral que desarrolla, se configura como un derecho 
consolidado dentro de la relación bilateral y sinalagmática de prestación de sus 
servicios a la Administración, en virtud de la cual, obtiene aquel. 

Como ha señalado el Tribunal Supremo, la Administración puede alterar la 
estructura retributiva mas no puede rebajar el sueldo a los funcionarios, que 
debiera consolidarse a través de complementos absorbibles (como así hace, 
por ejemplo, la Disposición Transitoria 1a EBEP.): SSTS. de 19 de diciembre de 
1986, de 26 de octubre de 1994, de 29 de mayo de 1995, de 19 de febrero de 
1996, de 14 de octubre de 1996, de 30 de diciembre de 1998 y, de 21 de 
septiembre de 1999). 



Tal es así que nuestro Tribunal Supremo reiteradamente ha considerado que, 
dentro del ámbito de la función pública, sólo cabe el reconocimiento de dos 
tipos de derechos adquiridos: aquellos que se refieren a la naturaleza de la 
función desempeñada y los que se refieren al montante consolidado de sus 
retribuciones . 

Resulta sumamente significativa la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3a, 

seco 7a) dictada en fecha 29 de mayo de 1995, en el recurso núm 1311 /92, 
siendo ponente el Excmo. Sr. 0- Gustavo Lescure Martín, la cual , en su 
fundamento de derecho cuarto, señala en su tenor literal : 

«CUARTO.- Por otra parte, en la sentencia de 12 de julio de 1.991 
decíamos que dentro del amplio campo que la noción estatutaria del régimen 
jurídico de los funcionarios ofrece a los poderes públicos para introducir 
innovaciones en dicho régimen, sin que frente a las mismas resulte eficaz 
invocar la intangibílidad característica de los derechos adquiridos, la 
jurisprudencia, acompañada en su doctrina por una usual práctica normativa, 
ha delimitado aquel campo al sostener que aunque no puede incluirse entre 
los derechos adquiridos el mantenimiento de una determinada estructura 
de las retribuciones, sin embargo si merece aquella calificación el 
montante consolidado de las mismas, al que normalmente suele atenderse, 
en caso de que el nuevo régimen lo disminuya, mediante la técnica de los 
complementos personales y transitorios, absorbibles por futuros aumentos 
(sentencias de 17 de febrero y 11 de julio de 1.988).» 

Igualmente, nuestro Tribunal Constitucional vino ya a resolver el debate de los 
derechos adquiridos en su Sentencia numo 99/1987, de 11 de junio, al resolver 
el recurso de inconstitucionalidad planteado respecto de la Ley 30/1984, de 2 
de agosto, de medidas para la reforma de la función pública (que, recordemos, 
en tanto no se aprueben las correspondiente leyes de desarrollo del Estatuto 
Básico del Empleado Público continua vigente en lo que a la estructura 
retributiva de la función pública se refiere), 

« ... Cabe indicar que la eficacia y protección del derecho individual ­
nazca de una relación pública o de una privada- dependerá de su naturaleza 
y de su asunción más o menos p lena por el sujeto, de su ingreso en el 
patrimonio del individuo. Por eso se ha dicho que la doctrina -y la práctica­
de la irretroactividad sólo es aplicable a los derechos consolidados, 
asumidos, integrados en el patrimonio del sujeto, y no los pendientes, 
futuros, condicionados y expectativas, según reiterada doctrina del Tribunal 
Supremo . .. » 

Para continuar señalando 

« . .. que, por ello, hay que reiterar la solución mantenida por la sentencia de 



este Tribunal antes citada (108/1986 de 29 julio) , al decir que la invocación del 
principio de irretroactividad no puede presentarse como una defensa de una 
inadmisible petrificación del ordenamiento jurídico (SSTC 27/1 981 de 20 j ulio, 
6/1983 de 4 febrero, entre otras), y de ahí la prudencia que la doctrina del 
Tribunal Constitucional ha mostrado en la aplicación del referido principio, 
señalando que sólo puede afirmarse que una norma es retroactiva, a los 
efectos del arto 9.3 CE, cuando incide sobre "relaciones consagradas" y 
"afecta a situaciones agotadas", y que "lo que se prohibe en el arto 9.3 es 
la retroactividad entendida como incidencia de la nueva Ley en los 
efectos jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, de suerte que la 
incidencia en los derechos, en cuanto a su proyección hacia el futuro, no 
pertenece al campo estricto de la irretroactividad" (STC 42/1 986 de 10 abril). 

» 

Consecuentemente, está fuera de toda duda que los derechos económicos de 
los funcionarios públicos, y que resultan afectados por la decisión gubernativa 
que aquí recurrimos , están dentro de los contemplados en el artículo 33 de la 
Constitución. En efecto, este precepto está incluido en la Sección Segunda, 
Capítulo Segundo, del Título Primero, de los Derechos y Deberes de los 
Ciudadanos. No creemos que haya discusión en reconocer que los derechos 
económicos de los empleados públicos estén dentro del conjunto de derechos 
económicos que reconoce y protege la Constitución. 

Se pretende, con la medida gubernativa aquí recurrida, otorgar a los derechos 
económicos de los empleados públicos el carácter de "gasto administrativo" o 
"de gestión" como si estuviésemos hablando del funcionario público como si de 
un consumible más se tratara . Es decir, actúa la Administración demandada 
como si el poder de disposición de las remuneraciones de los empleados 
públicos correspondiese a la misma y no a sus legítimos propietarios. Es decir, 
se pretende negar el carácter de derecho a lo que en rigor lo es: el derecho a 
una remuneración justa es un derecho económico y no una gra cia arbitraria, 
variable o improvisada. Es un derecho que nace de una obligación legal y que 
es consecuencia del ejercicio de un deber. Al ser, insistimos, un derecho de 
tipo económico, líquido y evaluable, con incidencia en el tráfico y mercado de 
los hombres, su plena identidad con el derecho a la propiedad no debe quedar 
a merced de ninguna interpretación interesada. 

De esta manera , no cabe, en modo alguno, que se pueda tomar la decisión de 
prescindir de este gasto como una medida puramente ahorrativa , sin más 
repercusión que la de la que afecta a las arcas públicas. Se obvia así el 
carácter de derecho constitucionalmente reconocido y amparado. Tomar una 
medida de tipo político como es ésta bajo el amparo del ahorro en las arcas 
públicas está tan alejado del espíritu y la norma de la Constitución como lo 
están las confilscaciones. 

Al respecto, debe subrayarse que los incrementos retributivos siempre se han 
pactado de forma lineal , acorde a su naturaleza , por lo que, "mutatis mutandi", 



una minoración retributiva también debió ser lineal. Lejos de ello, el ROL 
20/2012 aplica de forma desigual y progresiva las minoraciones en la fuente 
(rentas de trabajo) , de manera que se convierten en una verdadera prestación 
patrimonial impuesta con arreglo a la capacidad económica y con arreg lo al 
principio de progresividad . 

Habiéndose determinado con la supresión de la paga extraordinaria una 
reducción de las retribuciones de los funcionarios públicos afectados, en los 
términos establecidos, lo que está claro es que dicha reducción supone una 
afectación negativa en su patrimonio y en sus derechos consolidados, 
vulnerándose tanto los principios de seguridad j urídica y de 
irretroactividad normativa, como el derecho a la propiedad pri vada, no 
só lo en lo que respecta a su proclamación constitucional en el arto 33.3 de 
nuestra Carta Magna, sino en cuanto que el mismo se encuentra 
reconocido en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales de 1950, ratificado por España, 
encontrándose por tanto viciada de nulidad la actuación administrat iva 
acordando las minoraciones o descuentos retributivos que se impugnan. 

TERCERA.- Conforme señala el Art. 22 de la Ley 2/2012 , de 29 de junio, de 
Presupuestos Generales del Estado, el personal funcionario 1 estatutario, tiene 
derecho a percibir dos pagas extraord inarias al año. El devengo de cada una 
de ellas tiene lugar el primer día hábil del correspondiente mes de jun io y 
diciembre, tal y como determina el artículo 33 de la Ley 33/1987 , de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del estado para 1988, al que se remite 
expresamente el artículo 26 de la Ley 2/2012 

«Las pagas extraordinarias de los funcionarios del Estado se 
devengarán el primer día hábil de los meses de junio y diciembre 
y con referencia a la situación y derecho del funcionario en dichas 
fechas, salvo en los siguientes casos: 

Cuando el tiempo de servicios prestados hasta el día en que se 
devengue la a) paga extraordinaria no comprenda la totalidad 
de los seis meses inmediatos anteriores a los meses de junio o 
diciembre, el importe de la paga extraordinaria se reducirá 
proporcionalmente, computando cada día de servicios prestados 
en el importe resultante de dividir la cuantía de la paga 
extraordinaria que en la fecha de su devengo hubiera 
correspondido por un período de seis meses entre ciento ochenta 
y dos (ciento ochenta y tres en años bisiestos) o ciento ochenta y 
tres días, respectivamente.» 

Así , respecto a la paga extraordinaria correspondiente al mes de diciembre de 
2012, su percibo íntegro correspondería al personal que haya prestado sus 
servicios durante la totalidad de los 6 meses inmediatos anteriores al mes de 



diciembre (1 de junio de 2012 a 30 de noviembre de 2012), reduciéndose el 
importe de la paga extraordinaria en proporción a los días de servicio no 
prestados. 

Corresponde por tanto aplicar literalmente la norma referida, según reza el 
artículo 3 del Código Civil, que establece que la extra de jun io se devenga 
desde el 1 de diciembre del año anterior hasta el 31 de mayo del siguiente para 
abonarse en junio; la extra de diciembre, desde el 1 de junio hasta el 30 de 
noviembre abonándose en diciembre, y, en consecuencia, antes de la entrada 
en vigor del Real Decreto Ley 20/2012 se han devengado 44 días de la extra 
de Diciembre de 2012, esto es, los días correspondientes al mes de junio y los 
de julio. Así como las partes proporcionales de los complementos de específico 
o pagas adicionales equivalentes de 1/14 parte que se abonaría con la 
extraordinaria de diciembre. 

Cohonestando lo anteriormente expuesto con la concreta supresión de la paga 
extraordinaria del mes de diciembre de 2012, es evidente que la cuantía a 
percibir en diciembre en concepto de paga extraordinaria tendrá que ser 
proporcional a los servicios efectivamente prestados con carácter previo a la 
entrada en vigor del RD-L 20/2012, o lo que es lo mismo, la parte que 
proporcionalmente corresponda por los servicios efectivamente prestados entre 
el1 de junio de 2012 y el 14 de julio de 2012. 

Sin embargo la administración a la que ahora nos dirigimos ha hecho una 
interpretación extensiva del mandato impuesto por el RD-L 20/2012 , habida 
cuenta que ha suprimido en su integridad el abono de la paga extraordinaria del 
mes de diciembre de 2012, adeudando por tanto a los ahora comparecientes la 
cuantía que proporcionalmente corresponde a los servicios ya prestados antes 
del 15 de julio de 201 2. 

El artículo 9.1 de la CE impone a ciudadanos y a los poderes públicos la 
obligación de actuar con plena sujeción a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico. 

En virtud de dicho mandamiento, y al margen de la crítica constitucional que la 
medida acordada por el RD-L 20/2012 merece, debe de entenderse que la 
supresión del abono de la paga extraordinaria de mes de diciembre de 2012 , 
en los términos tan absolutos en los que se ha aplicado por la Administración, 
SUPONE UNA INFRACCiÓN DEL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURíDICA Y 
DE INTERDICCiÓN DE LA RETROACTIVIDAD (Art. 9.3 de la CE), 
vulnerándose con ello el derecho de los comparecientes (y de todo el personal 
funcionario / estatutario afectado por la medida), a percibir en el mes de 
diciembre de 2012 la parte proporcional de paga extraordinaria y de la paga 
adiciona l del complemento específico o pagas equivalentes que legítimamente 



les corresponde por los servicios ya prestados durante el periodo comprendido 
entre el 1 de junio a 14 de julio de 2012. 

A estos efectos, no podemos obviar lo que sostiene el Tribunal Constitucional 
en su STC nO 27/1981, de 20 de julio, del Pleno que: 

« ... el derecho a la retribución nace tras la prestación de los correspondientes 
servicios que se retribuyen, y en tanto la prestación no haya sido efectuada, por 
más que exista una previsión de futuro pago, nos encontramos ante una 
expectativa de derecho, al no concurrir aún todos los hechos necesarios para 
que el derecho nazca jurídicamente». 

Aplicando esta doctrina constitucional al presente caso , queda fuera de 
cualquier género de duda que la Administración a la que ahora nos dirigimos 
está legalmente obligada a abonar, durante el mes de diciembre, la parte 
proporcional de los servicios ya prestados durante el periodo comprendido 
entre el 1 de junio de 2012 y el 14 de julio de 2012 , sin que pueda 
fundamentarse la falta de pago que ahora se reclama , en que estamos ante 
una expectativa de derechos, habida cuenta que el hecho exigible por el 
ordenamiento para que el derecho al pago nazca jurídicamente, ocurrió, se 
agotó y, en todo caso, quedó consolidado antes de la entrada en vigor del RD-L 
20/2012. 

Por ello la falta de abono de cantidad alguna en concepto de paga 
extraordinaria en el mes de diciembre, es un comportamiento de la 
Administración que debe entenderse no ajustado a derecho, por llevar 
aparejada una aplicación retroactiva de la supresión de la paga extraordinaria 
del mes de diciembre contenida en el Art . 2 Y siguientes del RD-L 20/2012, al 
desconocer los servicios efectivamente prestados por los comparecientes a la 
Administración antes de la entrada en vigor del RD-L 20/2012, y con ello los 
efectos económicos indisolublemente aparejados a dichos servicios, cuya 
consolidación a todos los efectos -incluso los económicos- tuvo lugar y 
quedaron agotados y perfeccionados en el mismo momento de la prestación de 
servicios , o lo que es lo mismo, con carácter previo al 15 de julio de 2012. 

Y, por todo lo expuesto, 

SE SOLICITA se tenga por presentado este escrito con los documentos que Jo 
acompañan y su copia , yen su virtud, tenga por interpuesto en tiempo y forma 
RECURSO ADMINISTRATIVO contra la supresión íntegra de la paga 
extraordinaria del mes de diciembre de 2012 y de la paga adicional del 
complemento específico o e,agas equivalentes , y previos los trámites, dicte 



Resolución por la que se anulen el acto administrativo acordando la supresión 
íntegra de la paga extraordinaria de diciembre de 2012 y se reconozca el 
derecho de los funcionarios a percibir íntegra la paga extraordinaria del mes de 
diciembre de 2012 o, subsidiariamente , la parte proporcional correspondiente a 
los servicios efectivamente prestados durante el periodo comprendido entre el 
1 de junio de 2012 al 14 de julio de 2012. 

En Madrid a 18 de Enero de 2013. 

-------- ..--­



CS IF 

Central Sindical Independiente y de Funcionarios 


CCOO 

Comisiones Obreras 


UGT 

Unión General de Trabajadores 


USO 

Unión Sindical Obrera 


, 
: ~ :: - -- _: - - - ~ ~ 
" - - -­- - ~-- ~~~~-- ---~ ~--




